
En los próximos meses, una sala de tres jueces de la Corte Suprema 
del Perú emitirá sentencia en el juicio por asesinato y secuestro 
que se sigue contra Alberto Fujimori, presidente del Perú entre 
1990 y 2000. El Ministerio Público lo ha señalado como presunto 
responsable de la muerte de 25 personas cuando controlaba las 
acciones de un escuadrón de la muerte conocido como “Grupo 
Colina”, integrado por oficiales de inteligencia militar.

 
Marco histórico de los derechos humanos

Entre 1980 y 2000, gran parte del Perú se convirtió en un campo de batalla entre Sendero 
Luminoso, el Movimiento Revolucionario Tupac Amaru (MRTA), las Fuerzas Armadas 
y la policía, que causaron decenas de miles de muertes civiles. En 2003, la Comisión de la 
Verdad y Reconciliación (CVR) estimó que más de 69 mil personas perdieron la vida o fueron 
“desaparecidas” en el marco de estos hechos violentos. Según la Comisión, Sendero Luminoso 
fue responsable del 54% de las víctimas; las Fuerzas Armadas (y grupos paramilitares) del 37%; 
MRTA del 1.5%; y otros grupos o agentes desconocidos del 7.5%.

Cerca del 80% de las víctimas vivían en la región de los Andes y la cuenca amazónica, donde los 
grupos subversivos y las fuerzas gubernamentales actuaban con impunidad. La mayoría de las 
víctimas hablaban el Quechua o alguna otra lengua indígena. La violencia afectó principalmente 
a las comunidades rurales marginadas.

Fujimori fue electo presidente en 1990, después de comprometerse a terminar con la violencia 
armada, y tomó el control directo de los servicios de inteligencia de las Fuerzas Armadas. En 
este contexto, el entonces clandestino “Grupo Colina” asesinó a los señalados como integrantes 
de Sendero Luminoso, y a opositores del gobierno. El Grupo Colina reportaba directamente a 
Vladimiro Montesinos, asesor de inteligencia de Fujimori. En 1992, afirmando que la democracia 
era incapaz de combatir a la subversión, Fujimori suspendió la Constitución, disolvió el Congreso 
e intervino la Corte Suprema. En la cresta de la popularidad, promulgó una nueva Constitución 
en 1993 y fue reelegido en 1995.

Con el juicio a Fujimori, Perú reafirma los principios de derecho internacional que sostienen 
que nadie está por encima de la ley, incluidos los jefes de Estado. Sin embargo, llevar a un ex 
presidente a juicio representa dificultades particulares, especialmente cuando el proceso se 
realiza en un tribunal nacional en lugar de uno internacional. Pese a ello, una ventaja posible es 
el apoyo público a la decisión de un tribunal nacional. 

Fujimori sigue siendo una figura controvertida y líder de la coalición “Alianza por el Futuro”. Sus 
partidarios han orquestado campañas mediáticas y políticas contra el juicio y organizaciones 
defensoras de los derechos humanos, incluyendo intentos de desacreditar al Poder Judicial. La 
sala que juzga a Fujimori ha actuado con una independencia ejemplar; sin embargo, un clima 
de presión e intimidación es peligroso para su trabajo y para la fase de apelación.

El juicio de Alberto Fujimori

TEMA: Perú

La acusación

Fujimori ha sido acusado por su 
presunta responsabilidad en los 
siguientes casos:

•  La masacre de Barrios Altos. El 3 
de noviembre de 1991, miembros del 
Grupo Colina asesinaron a 15 civiles que 
asistían a una actividad de recaudación 
de fondos.

•  Masacre de La Cantuta. El 18 de 
julio de 1992, miembros del Grupo 
Colina secuestraron a un profesor y 
9 estudiantes de la Universidad “La 
Cantuta” en Lima, como presunta 
represalia a atentados de Sendero 
Luminoso. La fiscalía encontró fosas 
clandestinas con los restos calcinados 
de algunas de las víctimas.

•  Dos secuestros. En 1992, miembros 
de las Fuerzas Armadas secuestraron 
al periodista Gustavo Gorriti y al 
empresario Samuel Dyer. Ambos fueron 
liberados posteriormente.

continúa al reverso



El juicio de Alberto FujimoriLa rendición de cuentas y la justicia

La defensa de Fujimori exige que la sala declare inocente al ex presidente si el Ministerio 
Público no puede presentar una orden escrita en la que conste que Fujimori autorizó estos 
asesinatos y secuestros. Sin embargo, al igual que en otros juicios seguidos contra ex jefes de 
Estado, una corte puede acreditar la responsabilidad penal estableciendo que los crímenes 
fueron parte de una política sistemática y un patrón de conducta dentro de una cadena de 
mando. Una vez ensamblado un rompecabezas, se conoce la forma de la pieza final. 

Seis abogados que representan a las víctimas han tomado parte activa en el juicio y les ha sido 
permitido interrogar tanto a los testigos como a Fujimori. 

Si el ex presidente es declarado culpable, la sala podría sentenciarlo a 30 años de prisión, que 
cumpliría en concurrencia con una sentencia previa de seis años por ordenar el cateo ilegal de 
la residencia de la esposa de Montesinos.

En otros procesos penales las cortes peruanas han determinado que el Servicio de Inteligencia 
Nacional controlaba al Grupo Colina como un escuadrón de la muerte, en el marco de una 
estrategia antiterrorista clandestina aprobada por Fujimori. Tras la condena en una corte militar 
de algunos miembros del Grupo Colina por su participación en la masacre de La Cantuta, y con 
investigaciones judiciales en curso sobre la masacre de Barrios Altos, Fujimori y el Congreso 
otorgaron una amnistía que cubría todas las violaciones de derechos humanos cometidas por 
fuerzas estatales y prohibieron al Poder Judicial revisar esta decisión.

El Perú ha realizado esfuerzos significativos en materia de rendición de cuentas por violaciones 
de derechos humanos, especialmente a través de la CVR. Sin embargo, ha habido morosidad 
en la atención a las recomendaciones de la Comisión, incluyendo la reparación del daño a las 
victimas. El actual presidente Alan García—quien también fuera presidente durante parte del 
período investigado por la Comisión—no ha asumido el liderazgo en este tema. 

Los pasos siguientes

La sala que sigue este juicio estima emitir su sentencia a más tardar en noviembre de 2008. Si 
Fujimori es hallado culpable de alguno o todos los cargos, seguramente apelará. La apelación 
sería decidida por una sala de cinco jueces de la Corte Suprema.

2008

1980:
Sendero Luminoso inicia una 
campaña de violencia.

1983:
El número de asesinatos y 
desapariciones crece masivamente 
a medida que Sendero Luminoso 
y las fuerzas militares escalan sus 
ataques.

1990: 
Fujimori gana la elección 
presidencial con una plataforma de 
anticorrupción.

1992:
Fujimori suspende la Constitución. 
Abimael Guzmán, líder de Sendero 
Luminoso, es detenido gracias al 
trabajo de investigación policiaca 
iniciado en el gobierno anterior. 
Será condenado a cadena perpetua 
posteriormente.

1995:
Fujimori es reelegido para un 
segundo período.

2000:
Fujimori renuncia en medio de los 
escándalos políticos y de corrupción. 
Huye al Japón.

2002:
La CVR inicia audiencias públicas.

2002:
El ex jefe de inteligencia Vladimiro 
Montesinos es condenado por 
corrupción, y más tarde por 
enriquecimiento ilícito y abuso de 
poder.
 
2003:
La CVR reporta la muerte o 
desaparición de un estimado de 
69,280 personas y recomienda 
una amplia gama de reformas 
institucionales.

Noviembre 2005:
Las autoridades chilenas arrestan a 
Fujimori, quien había abandonado 
el Japón.

Septiembre 2007: 
Chile extradita a Fujimori al Perú.

Diciembre 2007:
Fujimori es llevado a juicio bajo los 
cargos de asesinato y secuestro.

Cronología

El Centro Internacional para la Justicia Transicional asiste a países que buscan establecer responsabilidades por 
atrocidades masivas o abusos de derechos humanos. El ICTJ opera en sociedades que emergen de regímenes 
represivos o conflictos armados, así como en democracias consolidadas en las cuales las injusticias históricas o el 
abuso sistémico siguen sin resolverse. Para mayor información, www.ictj.org


